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Expediente 66001-22-13-003-2009-00094-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por el señor Emilio Antonio Correa Pulgarín contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados Manuel, Jaime y Sixta Escobar Pulgarín, Pedro Libardo, Rosalba, Fanny, Gloria Lucía y Elizabeth Pulgarín Orozco.

ANTECEDENTES

Expresó el peticionario que ante el despacho judicial accionado se tramita hace ocho años proceso divisorio del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-56324, sin que aún le hayan hecho entrega de lo que le corresponde y que promueve la acción para obtener que se agilice, con el fin de obtener el remate del bien que ya fue avaluado y “entreguen la plata para repartir lo que quede libre”.

Considera lesionado su derecho a un debido proceso.

La demanda se admitió por auto del 10 de septiembre último, providencia en la que se ordenaron las notificaciones de rigor.

Posteriormente se ordenó vincular a la actuación a los señores Manuel, Jaime y Sixta Lucía Escobar Pulgarín Pedro Libardo, Rosalba, Fanny, Gloria Lucía y Elizabeth Pulgarín Orozco.

Ni el funcionario demandado, ni las citadas personas se pronunciaron en esta instancia.

C O N S I D E R A C I O N E S

El fin de la solicitud de amparo es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Tal como se deduce de los hechos planteados al sustentar la tutela, encuentra el actor lesionado el derecho a un debido proceso en la falta de una decisión oportuna que ponga fin al proceso divisorio que se tramita en el juzgado accionado.

El artículo 29 de la Constitución Nacional expresa que toda persona tiene derecho a un debido proceso sin dilaciones injustificadas y como una forma de garantizar el cumplimiento por parte de las autoridades judiciales de los plazos previstos por la ley en cada proceso, de manera tal que las personas que acuden ante ellas tengan acceso a una pronta y cumplida justicia, el artículo 228 de la misma Carta establece que los términos procesales se observarán con diligencia y que su incumplimiento será sancionado.

La celeridad es entonces principio que debe regir las actuaciones judiciales y por ende, como lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional, su dilación injustificada vulnera el derecho a un debido proceso:

“La Corte Constitucional, de manera reiterada ha indicado que la inobservancia de los términos procesales sin que medien situaciones externas al comportamiento del funcionario que haya obrado diligentemente, constituye una violación de los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, siendo entonces procedente la acción de tutela ante tal denegación. Y por eso, para la corporación la desatención de términos solo resulta excusable y por tanto excluye la presencia de una vulneración del debido proceso, cuando son situaciones objetivas, ajenas a la voluntad y actuación propia del funcionario, las que causan la demora para evacuar los procesos, circunstancias que lógicamente deben estar acreditadas en la actuación. Ha dicho al respecto la Corte:

“La no resolución en forma oportuna de un asunto sometido al conocimiento de un funcionario por parte de este, genera violación al debido proceso siempre y cuando se analicen y tengan en cuenta las circunstancias especiales de cada caso, a saber: (i) el volumen de trabajo y el nivel de congestión de la dependencia, (ii) el cumplimiento de las funciones propias de su cargo por parte del funcionario, (iii) complejidad del caso sometido a su conocimiento y (iv) el cumplimiento de las partes de sus deberes en el impulso procesal”
...

Las pruebas incorporadas a la actuación demuestran que en el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, se tramita proceso divisorio promovido por Manuel, Jaime y Sixta Lucía Escobar Pulgarín y Emilio Antonio Correa Pulgarín contra Pedro Libardo, Rosalba, Fanny, Gloria Lucía y Elizabeth Pulgarín Orozco, el que  se dio por terminado mediante proveído del 24 de julio pasado, por desistimiento tácito, de conformidad con el artículo 346 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 1º de la Ley 1194 de 2008.

También acreditan que frente a esa providencia, el apoderado del señor Jaime Escobar Pulgarín interpuso recurso de reposición;  que mediante proveído del 21 de agosto último decidió el juzgado no reponer el auto impugnado y concedió, en el efecto devolutivo, el recurso de apelación interpuesto en forma subsidiaria, para lo cual  remitió copias de las piezas procesales pertinentes a la Oficina Judicial con el fin de que fueran sometidas al respectivo reparto.

Del contenido de esas providencias surge que ha sido la propia inactividad de la parte demandante, que integra quien solicita el amparo, la que ha impedido agilizar el proceso divisorio en el que encuentra lesionado su derecho al debido proceso, hasta el punto de que se le impuso como sanción el desistimiento tácito consagrado en el artículo atrás citado, que dice:

“Cuando para continuar el tramite de la demanda, de la denuncia del pleito, del llamamiento en garantía, del incidente o de cualquiera otra actuación  promovida a instancia de parte, se requiera el cumplimiento de una carga procesal  o de un acto de la parte que haya formulado aquella o promovido estos, el juez le ordenará cumplirlo dentro de los treinta días siguientes, término en el cual el expediente deberá permanecer en secretaría.

“Vencido dicho término sin que el demandante o quien promovió el trámite respectivo haya cumplido la carga o realizado el acto ordenado, quedará sin efectos la demanda o solicitud y el juez dispondrá la terminación del proceso o de la actuación correspondiente…”.

Sin que sea del caso analizar el contenido de las providencias referidas, porque frente a ellas no se interpuso la solicitud de amparo y parecen desconocidas para el actor que ni siquiera las mencionó en su respectiva petición, es evidente que la decisión judicial de ordenar la terminación del proceso se adoptó porque el proceso ha permanecido paralizado por la desidia de los demandantes que no cumplieron las cargas impuestas por el despacho para continuar su trámite y en esas condiciones, no puede considerar lesionado al demandante el derecho al debido proceso por mora judicial, en razón a que ha sido la propia inactividad del actor y de las demás personas que intervienen como demandantes, la que ha impedido su impulso, o para decirlo en otras palabras, el funcionario judicial contra quien se promovió la acción, no ha sido el responsable de la dilación del proceso.

Las anteriores razones son suficientes para negar el amparo solicitado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E :

PRIMERO.- Negar la tutela solicitada por el señor Emilio Antonio Correa Pulgarín frente al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, proceso al que fueron vinculados Manuel, Jaime y Sixta Escobar Pulgarín, Pedro Libardo, Rosalba, Fanny, Gloria Lucía y Elizabeth Pulgarín Orozco.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




GONZALO FLÓREZ MORENO       




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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�	 Sentencia T-272 de 2006, MP. Clara Inés Vargas Hernández







